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Resolución PGN n? 6:;' 12010.

Buenos Aires, 5" de julio de 2010.

VISTO:

La problemática planteada por la doctora Sabrina Namer, Fiscal de

esta Procuración General, en su carácter de titular de la Oficina de Coordinación y

Seguimiento en materia de Delitos contra la Administración Pública (Res. PGN

86/09), acerca de la necesidad de que las causas sean llevadas a debate oral y público

-escenario óptimo para la resolución definitiva de los conflictos- pese a la existencia

de planteos y recursos pendientes, y

CONSIDERANDO:

En el marco de las estrategias de política criminal que esta Procuración

VIene desarrollando con el fin de establecer acciones que eleven los índices de

eficiencia del sistema de administración de justicia, resulta sumamente importante

concentrar esfuerzos para reducir al mínimo posible cualquier demora en la

tramitación de las causas penales, particularmente en los casos de trascendencia

socio-económica.

En tal sentido, cabe recordar que el arto 353 del Código Procesal Penal

de la Nación establece, actualmente, que la existencia de recursos pendientes de

resolución no impedirá en ningún caso la elevación a juicio de las actuaciones y sólo

podrá obstar a la fijación de la audiencia de debate.

Sin embargo, desde la creación y puesta en marcha de la Oficina de

Coordinación y Seguimiento en materia de Delitos contra la Administración Pública

(OCDAP) se ha advertido que uno de los obstáculos a remover para aumentar el

índice de casos que obtengan una resolución definitiva en juicio es la existencia de

planteos y recursos pendientes interpuestos exclusivamente para obstaculizar la

toncreción de la audiencia de debate.
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En consecuencia, es claro que el marco normativo alcanzado no es

/ suficiente para destrabar el problema práctico que impide arribar a la resolución

Ld~finitiva de las causas, pues de nada sirve alcanzar la etapa de juicio si la concreción
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de la audiencia prevista por el arto 359 del Código Procesal Penal de la Nación se

torna ilusoria.

Consiguientemente, resulta imperioso que el Ministerio Público Fiscal

asuma un papel activo, dé un paso más allá, y exija que la existencia de planteos y/o

recursos pendientes, cuya finalidad sea manifiestamente dilatoria, no obstruya el

camino hacia la fijación de la audiencia de debate y la resolución definitiva de la

causa.

Esta postura se condice con una apropiada lectura del arto 353, el cual,

lejos de imponer a los jueces el deber de no fijar audiencia de debate ante la

existencia de recursos pendientes, sólo les otorga la facultad ("sólo podrá obstar") de

no hacerlo.

Esa interpretación de la norma es también la adecuada a lógica prevista

por la ley para el desarrollo del debate, toda vez que faculta al tribunal, como

director del proceso y responsable de su prosecución, a velar porque los planteos de

las partes no impidan su normal desarrollo, y, así también, a evitar que la actividad

recursiva se convierta en un efectivo impedimento de la realización del juicio.

En razón de todo lo expuesto, corresponde instruir a los fiscales para

que se opongan a la posibilidad de que no se fije audiencia de debate, se suspenda o

se difiera la ya designada, con sustento en planteos o recursos interpuestos con fines

evidentemente dilatorios, y que propugnen, en caso de corresponder, su rechazo in

limine y la fijación de la audiencia de debate o la concreción de la ya fijada.

Las peculiaridades procesales que pueden producirse en cada caso

impiden elaborar un catálogo cerrado y abarcativo de todos los planteo s que podrían

presentarse con el propósito de demorar el trámite del expediente. Por ello, sólo

cabe mencionar aquí algunos ejemplos de planteos que, por su índole, deberían ser

considerados como interpuestos con fines meramente dilatorios, como ser (i)

aquellos que son claramente inconducentes, (ii) los que, no obstante haber podido

ser efectuados con anterioridad, sólo se presentan ante la inminencia de la fijación de

la audiencia de debate, y (iii) los que constituyen reediciones de otros ya denegados

por el juzgado instructor y confirmados por la cámara. Más allá de esta enumeración

a título ejemplificativo podrán, ciertamente, presentarse muchos otros planteos que,

en la medida en que sean evidentemente dilatorios, deberán recibir el mismo trato.
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Cabe recordar, en ese sentido, que se ha señalado en relación con las

conductas que implican un abuso en el ejercicio de la defensa, que: " ... significa

también un abuso toda obstaculización del procedimiento que persigue el único fin de

demorarlo u obstruirlo, a pesar de hacer valer, aparentemente, facultades procesales,

tales como las recusaciones sin fundamento, o la interposición de recursos

manifiestamente improcedentes para agotar las etapas que conducen a la

inadmisibilidad o los ofrecimientos de prueba que el defensor conoce inútil o

impertinente" (Maier, Julio B. J., Derecho procesal penal, t. II, Partes, Sujetos

procesales, Buenos Aires, 2003, p. 275).

Asimismo, corresponde hacer hincapié en que los intereses que guían

lo propuesto no se limitan a hacer efectiva la acusación, sino también a defender el

derecho del imputado de resolver de manera definitiva su situación procesal, pues no

hay mejor manera de protegerlo que poniendo fin a su incertidumbre en la etapa

contradictoria por excelencia, en la que tiene posibilidad de defenderse ampliamente,

es decir, en el juicio oral y público.

En consecuencia, a efectos de esclarecer la responsabilidad penal de las

personas involucradas en causas judiciales, impedir la denegatoria de justicia por

excesivo retardo y dar celeridad a dichos procesos, resulta imperioso instruir a los

fiscales en materia penal para que arbitren todos los medios a su alcance para

profundizar y agilizar el trámite de dichas actuaciones, propiciando la sustanciación

de los debates correspondientes, pese a la existencia de planteos y/o recursos

pendientes de resolución, cuyo objeto sea manifiestamente dilatorio.

Por ello, y en uso de las atribuciones que le confiere la Ley Orgánica

del Ministerio Público 24.946,

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN

RESUELVE:

Artículo 1°: Instruir a los señores Fiscales Generales ante los Tribunales Orales de

todo el país, para que insten a los tribunales ante los que actúan a que fijen audiencia

de debate en el menor tiempo posible, se opongan a la posibilidad de suspender o

diferir la audiencia de debate ya fijada con sustento en planteos o recursos



interpuestos con fines evidentemente dilatorios y que propugnen, en caso de

corresponder, su rechazo in limine.

todos los fiscales en materia penal de esteArtículo 2°: Protocolícese, notifíque
/'

Ministerio Público Fiscal, en /€(Boletín icial del Ministerio Público Fiscal de la
/

Nación y en PGN online .,novedades de la Procuración General de la Nación-, y,
s

oportunamen te, archíves/~.
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